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El propósito de la Política de Defensa y Seguridad Democrática (PDSD) y la 
Política de Consolidación de la Seguridad Democrática (PCSD), ejecutadas 
durante la primera y segunda administración Uribe Vélez, entre el 2002-2006 y el 
2006-2010, respectivamente, pretendió la recuperación de zonas del territorio 
colombiano, antes en control de estructuras armadas, por medio de operaciones 
militares llevadas a cabo en el periodo mencionado, gracias al fortalecimiento de 
las fuerzas militares.  
 
En consecuencia, con el fin de consolidar los avances militares logrados, en el 
2011 se creó la Política Nacional de Consolidación y Reconstrucción Territorial 
(PNCRT)1, con el propósito de establecer no solo control militar, sino institucional 
sobre los territorios con presencia histórica de estructuras armadas. En otras 
palabras, se buscaba sentar bases del Estado, en una región fuertemente 
impactada por estructuras armadas que, en últimas, eran fuente de instituciones, 
aunque informales, aplicables a las comunidades residentes e imponían un nuevo 
orden social (Arjona, 2014)2. 
 
De acuerdo con lo anterior, el gobierno nacional identificó una serie de zonas del 
territorio nacional para afectos de ser intervenidas. Así, en razón a que la 
subregión del Catatumbo3 registró presencia activa de estructuras armadas desde 
la década del setenta, con una intensificación en su presencia y actuación en la 
década del ochenta y la década del noventa, en el 2013 fue seleccionada para ser 
intervenida por la PNCRT.  
 
Atendiendo lo anterior, el presente trabajo tiene por objetivo evaluar la PNCRT 
considerando sus objetivos estratégicos y/o pilares, como el control institucional, la 
participación ciudadana y la integración regional, desde un enfoque basado en la 
economía institucional, con el fin de evidenciar el efecto de las instituciones 
informales, entendidas como el conjunto de normas que configuran la interacción 
entre las diversas estructuras armadas y la población civil, sobre el desarrollo de la 
                                                            
1 En el marco de la PNCRT se intervinieron las regiones de Putumayo, Tumaco, Cauca, Macarena 
-Caguán, Cordillera Central, Nudo de Paramillo, Arauca, Montes de María y Catatumbo.  Durante el 
periodo 2014-2016 la Unidad Administrativa para la Consolidación Territorial (UACT) contó con 
recursos cercanos a los 450 mil millones de pesos para proyectos de inversión, cerca del 60% de 
los recursos fueron destinados a programas de erradicación y posterradicación. La UACT pasó a 
ser parte del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS) mediante el Decreto 
2559 del 30 de diciembre 2015, estableciendo 6 meses para llevar a cabo el proceso de transición.   
2 Las contribuciones del trabajo de Arjona (2014), se presentan en el capítulo 3.2 y 5.  




política en la subregión del Catatumbo. El tema resulta relevante frente al 
momento histórico que está viviendo el país, puesto que la PNCRT se configura 
como el antecedente de la estrategia implementada por la Agencia de Renovación 
del Territorio (ART)4, llamada Programa de Desarrollo con Enfoque Territorial 
(PDET) estrategia creada en el marco de la implementación de lo acordado tras 
las negociaciones entre el gobierno colombiano y la guerrilla de la FARC-EP, que 
culminaron en el 2016 donde, si bien no intervendrá territorios con presencia de 
dicha guerrilla, sí lo hará con presencia de otras estructuras armadas.  
 
El enfoque propuesto, permite contemplar las instituciones más allá de su 
expresión formal en el ámbito del Estado, pues existen reglas de juego informales 
que interactúan con las reglas formales, dentro de la etapa de implementación de 
la política. Siendo esta etapa del ciclo de las políticas públicas, donde se deben 
buscar las herramientas que mejor se adaptan al entorno, social y económico, que 
permitan transformar en realidad la política y conseguir los objetivos planteados, 
según Ordóñez-Matamoros (2013).   
 
La investigación tiene como marco metodológico un análisis cualitativo y, en 
cuanto a la unidad de análisis, subnacional, micro; enmarcado dentro de la 
discusión planteada por Justino (2009), Kalyvas (2008) y Lacina (2008), sobre la 
forma como las estructuras armadas se relacionaron con la población civil, 
mediante la imposición de reglas informales, para establecer las implicaciones de 
las mismas en el desarrollo de la PNCRT durante el periodo 2013-2016. 
 
El presente trabajo tiene como propósito, establecer en qué medida las 
instituciones informales establecidas en la subregión del Catatumbo por los 
diversos actores armados, han interactuado con la puesta en marcha y objetivos 
de la PNCRT. 
 
La investigación permitió establecer que las instituciones informales que existen 
en la subregión, y la interacción de las mismas con la PNCRT, no han permitido 
que se cumplan con los objetivos trazados en materia de control institucional, 
participación ciudadana e integración regional.      
 
Para dicho propósito, el presente artículo está estructurado así, el primer capítulo 
se refiere a la caracterización de la subregión del Catatumbo a partir de elementos 
geográficos, demográficos y la presencia histórica de estructuras armadas en la 
subregión; el segundo capítulo corresponde a las consideraciones metodológicas 
de la investigación; el tercero se divide entre un análisis de la capacidad estatal y 
la revisión del enfoque de economía institucional. La revisión de los inicios, el 
                                                            
4Creada mediante el Decreto 2366 del 7 de diciembre de 2015 y establece como objeto: “Coordinar 
la intervención de entidades nacionales y territoriales en zonas rurales afectadas por el conflicto 






desarrollo y la puesta en marcha de la PNCRT en la subregión corresponden al 
cuarto capítulo. El quinto, corresponde a los resultados obtenidos en la 
investigación. 
 
1. Caracterización de la subregión 
 
La subregión del Catatumbo se encuentra ubicada en el extremo nororiental de 
Colombia en el departamento de Norte de Santander, en la frontera con la 
República Bolivariana de Venezuela, a la altura del Estado Zulia. La subregión 
está comprendida por 11 municipios: Ábrego, Convención, El Carmen, El Tarra, 
Hacarí, La Playa, Ocaña, San Calixto, Sardinata, Teorama y Tibú. 
 
La subregión comprende cerca del 50% del territorio departamental y, además, 
cuenta con presencia indígena en su territorio. El pueblo indígena Motilón-Barí 
cuenta con dos resguardos indígenas: el primero, en el municipio de El Tarra; el 
segundo, en El Carmen, Convención y Teorama. También cuenta con el Parque 
Nacional Natural Catatumbo Barí con una extensión de 158.125 hectáreas, 
ubicado entre los municipios de Convención, El Carmen y Teorama, y comparte 
con el departamento del Cesar la Zona de Reserva Forestal de la Serranía de Los 
Motilones con una extensión de 539.215 hectáreas según la información 
suministrada en el Documento del Consejo Nacional de Política Económica y 
Social (CONPES) 3739.  
 
A partir de la geografía, la subregión se puede subdividir en tres, tal y como lo 
propone la Fundación Ideas para la Paz (FIP). Una primera zona de cordillera 
compuesta por los municipios de El Carmen, Convención, San Calixto, Teorama, 
Hacarí, La Playa y Ocaña; una segunda zona, intermedia, en los municipios de El 
Tarra, Sardinata y El Zulia; y, por último, una tercera zona, plana, en el municipio 
de Tibú. Esta división geográfica resulta de vital importancia para entender la 
dinámica del conflicto en la subregión. Para Cabrera (2012), efectivamente, las 
fronteras se configuran como el escenario propicio para el repliegue, 
abastecimiento y refugio de guerrilla, dado que se configuran escenarios tales 
como la explotación minera y petrolera, los cultivos ilícitos, entre otros, los cuales 
resultan propicios para efectos de su financiación, a lo que se agrega la débil 
presencia estatal. Para la autora, la presencia de parques naturales y la geografía 
del territorio es funcional, a su vez, para consolidar rutas para el narcotráfico.  
 
La presencia de estructuras armadas en la subregión se remonta a la década del 
setenta, cuando el Ejército de Liberación Nacional (ELN), motivado por las rentas 
petroleras, derivadas del oleoducto Caño Limón-Coveñas, hace presencia en la 
subregión. Si bien su accionar se centró en ataques contra la infraestructura 
petrolera, junto con secuestros y extorsiones, como lo ilustra Salinas (2014); para 
Aponte (2012) su agenda también estuvo marcada por la participación en los 






Para Aponte (2012), el ELN encontró en el Catatumbo condiciones idóneas no 
solo para fortalecerse económicamente, sino además para llevar a cabo su 
agenda política y social. No en vano, fueron actores activos en las protestas y 
paros mineros llevados a cabo durante las décadas del ochenta y noventa, cuyo 
fin era mejorar las condiciones de los campesinos y obreros en la subregión.  
 
Su presencia militar estaba en cabeza de los frentes Armando Cacua Guerrero y 
el frente Camilo Torres, este último ubicado en la Serranía del Perijá. 
 
La presencia de las Fuerzas Armadas de Colombia - Ejército del Pueblo (FARC-
EP), por su parte, se remonta a mediados de la década del ochenta. Su ingreso a 
la subregión se da por el municipio de Ocaña, por medio de los frentes 33 y 29. 
Para Aponte (2012), la incursión en el departamento buscaba tener dominio de la 
cordillera oriental y aprovechar las numerosas condiciones que ofrecía la frontera 
a la guerrilla en su propósito político-militar. La zona de frontera ofrecía 
condiciones idóneas para el desarrollo de la agenda guerrillera y, al igual que el 
ELN, las FARC-EP se infiltraron en las organizaciones sociales y campesinas.  
 
Aprovechando las condiciones geográficas que ofrecía la subregión, propicias 
para una mayor rentabilidad, las FARC-EP tomaron control del negocio derivado 
de la siembra de coca en la subregión, garantizando no solo protección a los 
campesinos cultivadores, dada su importancia para el negocio, sino que, además, 
establecieron mecanismos para regular el precio (Vásquez, 2009). Igualmente, 
incursionaron en el negocio del contrabando de gasolina y bienes provenientes de 
Venezuela. 
 
La década del noventa está marcada por una fuerte presencia de las FARC-EP en 
el territorio; testimonios recolectados por Aponte (2012) evidencian el grado de 
inserción del grupo guerrillero en la vida social y política de la región. Para el 
autor, es claro que el grupo guerrillero ejercía funciones de policía e instauró un 
sistema de impuestos5 a la economía cocalera. En el plano político, sobresale el 
éxito de la Unión Patriótica (UP) en las elecciones regionales en el municipio de 
Tibú durante los periodos 1990-1992 y 1992-1994. 
 
Un pequeño grupo de hombres alzados en armas, disidentes del Ejército del 
Pueblo (EPL), en tanto no hicieron parte del acuerdo político de dejación de armas 
en 1991, han tenido presencia en la subregión, en especial en el municipio 
montañoso de San Calixto, bajo la dirección de Víctor Ramón Navarro Serrano, 
alias “Megateo”, dado de baja en el 2015 durante un operativo por parte de las 
                                                            
5 Los impuestos son  ingresos tributarios, establecidos por la ley y que representan una prestación 
pecuniaria a favor del Estado y con el fin de atender fines estatales como lo es cubrir el gasto público , entre 
otros (Restrepo, 2012). En el presente trabajo, el termino hará referencia a obligaciones pecuniarias 
impuestas sobre actividades ilícitas  por las diversas estructuras armadas en la subregión del Catatumbo 




autoridades. Para Camargo, Cañizares y Niño (2012), el EPL se dedica 
exclusivamente al negocio del narcotráfico y cuenta con los frentes Libardo Mora 
Toro y Ramón Gilberto Barbosa. Su presencia en la zona montañosa y los flujos 
de dinero obtenidos del negocio del narcotráfico le han permitido a esta pequeña 
organización contar con apoyo social en una zona con dificultades económicas. El 
apoyo recibido, por parte de la población civil, resulta de un análisis costo-
beneficio, llevado a cabo por las familias, con el fin de garantizar su supervivencia, 
según lo documenta Justino (2009).6  
 
Hacia finales de la década del noventa, grupos paramilitares, provenientes del sur 
del Cesar, incursionaron en el departamento por el municipio de Ocaña. Para las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), el objetivo era controlar zonas de 
presencia histórica para la guerrilla, apoderarse de los recursos económicos que la 
subregión ofrecía y que se encontraban en manos del ELN y las FARC-EP, 
además de cooptar los poderes políticos regionales. 
 
Los grupos paramilitares hicieron presencia en el territorio con estructuras como el 
Frente La Gabarra, Bloque Móvil Catatumbo y Comisión Frontera. Estos grupos 
también hicieron presencia en Cúcuta y su área metropolitana, donde buscaron 
permear la política regional. Las acciones de las AUC en el Catatumbo dejaron 
entre 1997 y 2004 un saldo de 77.495 víctimas del conflicto armado, según lo 
documenta Salinas (2014).  
 
Para 2001 y 2002, los grupos paramilitares dominaban por completo el negocio de 
la coca (cultivo, producción y comercialización) y los grupos guerrilleros que 
hacían presencia en la subregión debieron refugiarse no solo de los ataques 
perpetuados en su contra, sino además de la fuerza pública que, para la época, 
hacía presencia efectiva en la zona. Las FARC-EP se refugiaron en los límites 
fronterizos y, a su vez, el ELN se asienta en la zona montañosa, según Aponte 
(2012). 
 
El proceso de desmovilización de grupos paramilitares que se llevó a cabo en la 
subregión entre 2005 y 2006, como lo ilustra Aponte (2012), dejó un saldo de 
6.000 hombres desmovilizados. Este proceso permitió el regreso de las 
organizaciones guerrilleras al territorio, pero también permitió la entrada de nuevos 
grupos de disidentes de las estructuras paramilitares que no se desmovilizaron y 
que, al igual que las AUC, están motivados por los recursos de la economía 
criminal de las drogas ilícitas.  
 
La aparición de grupos como los Pepes, los Urabeños y los Rastrojos, entre otros, 
creó un nuevo escenario donde ninguna estructura armada pudo ejercer dominio 
total sobre el territorio y/o el negocio de las drogas ilícitas. De esta manera, se 
llevaron a cabo pactos de no agresión y participación de las diversas estructuras 
                                                            




criminales en el negocio de la droga y la división del territorio (Fundación Ideas 
para la Paz [FIP], 2015). 
 
La presencia de cultivos de coca en la subregión se remonta a la década del 
ochenta. Si bien el número de hectáreas sembradas hacia el 2006 era de 500 
hectáreas, para el 2015 estaba por encima de las 11.000 hectáreas, según el 
informe llevado a cabo por la Oficina de las Naciones Unidas contra las Drogas y 
el delito (UNODC, por sus siglas en inglés) (2016).  Así, Norte de Santander es el 
tercer departamento más afectado, a nivel nacional, después de Nariño y 
Putumayo. El mismo informe establece que cerca del 90% de los cultivos se 
encuentran en la subregión y, a su vez, expresa preocupación por la presencia de 
cultivos en parques naturales y asentamientos indígenas, como lo son las más de 
400 hectáreas sembradas en el Parque Nacional Natural Catatumbo Barí y las 
más de 100 hectáreas en los resguardos indígenas Motilón-Barí. 
 
Los municipios de Tibú y el Tarra se encuentran entre los 10 municipios con mayor 
presencia de cultivos (4.379 y 2.075 hectáreas respectivamente), representando el 
7% del total de hectáreas sembradas en el país, según el informe presentado por 
UNODC en el 2016. 
 
Las condiciones geográficas de la zona limitan la puesta en marcha de 
aspersiones aéreas y, a su vez, permiten que la productividad de los cultivos de 
coca, entendida como la mayor cantidad de hoja de coca obtenida por hectárea, 
sea la más alta del país, ubicándose en 5.500 kilogramos por hectárea al año. 
(FIP, 2015) 
 
Para Aponte (2012), el aumento de los cultivos de coca en la subregión y el auge 
de la economía cocalera han estado ligados a los procesos migratorios 
experimentados en la región. Si bien en su momento numerosas familias migraron 
a la subregión, tentadas por los recursos que ofrecía la economía cocalera, las 
disputas entre las diversas estructuras armadas de la ley y la expansión 
paramilitar ocasionaron la disminución de la población. Solo para el 2002, en el 
departamento, se presentaron más de 20.000 desplazados del conflicto armado 




El propósito de la presente investigación es determinar el efecto que han tenido 
las instituciones informales7 en el desarrollo y puesta en marcha de la PNCRT en 
la subregión del Catatumbo, bajo el enfoque de la economía institucional8, a partir 
                                                            
7 Las instituciones informales están conformadas por las costumbres, tradición y normas impuestas 
por la sociedad que, aunque no están escritas, están socialmente aceptadas (Hernández-
Bonaviento,2012; North, 1993). En el capítulo 3.2 se profundizará sobre este punto. 
8 Enfoque cuyo énfasis principal está en el papel de las instituciones y la interacción de las mismas. 




de las instituciones informales previas  que prevalecen después de la intervención, 
por parte de la PNCRT en la subregión, y su efecto sobre los tres pilares y/u 
objetivos generales de la política (institucionalización del territorio, participación 
ciudadana y buen gobierno). 
 
La investigación evalúo las instituciones informales que han sido implementadas 
por las diversas estructuras amadas que tuvieron o tienen presencia en el territorio 
durante las últimas décadas, aceptadas por parte de la población civil, así como la 
interacción con los esfuerzos institucionales, desde el Estado, para fortalecerlo, 
como es el caso de la PNCRT. 
 
El método utilizado es de carácter cualitativo y buscó evidenciar cómo funcionaban 
el conjunto de instituciones informales, así como su efecto y aceptación sobre la 
población, e incidencia sobre la PNCRT. Para lo cual se realizó una revisión de 
fuentes secundarias, como son:  trabajos academicos y noticias que incluyen 
testimonios de la población sobre el tema, dado que las condiciones de seguridad 
en la subregión no permitierón llevar a cabo visitas. 
 
La discusión se llevó a cabo en el nivel micro, subnacional. Esta aproximación 
obedece al uso de unidades de análisis desagregadas por actor, periodo y tipo de 
intervención, buscando de esta manera que la unidad de análisis no presente 
rasgos heterogéneos desde la perspectiva de Kalyvas (2012) y, a su vez, 
asumiendo la importancia del control territorial. Las instituciones evaluadas 
corresponden a la forma como las diversas estructuras armadas decidieron 
relacionarse con la población de la subregión, lo cual no corresponde a una 
práctica generalizada en el territorio nacional. Lo anterior, sin desconocer que la 
puesta en macha de la PNCRT corresponda a una política del nivel macro que 
busca intervenir regiones priorizadas.  
 
La investigación difiere de una aproximación macro dado que no buscó establecer 
características o acontecimientos que se presentan por largos y/o extensas zonas 
geográficas en el plano nacional o internacional, como pretende este enfoque, 
según Lacina (2008). 
 
El método, de igual manera, evidenció la forma y el tipo de relación entre las 
instituciones formales e informales para lo cual se utilizó como base la 
contribución de Helmke y Levitsky (2004), sobre el tipo de instituciones informales, 
dada su relación con las reglas formales. 
 
La investigación permitió evaluar si las instituciones informales que existen en la 
subregión del Catatumbo no han permitido que la intervención de la PNCRT 
cumpla con los objetivos trazados en sus tres pilares y/u objetivos estratégicos: 
institucionalización del territorio, participación ciudadana y buen gobierno e 
integración regional. 






A continuación, se presentan algunas consideraciones teóricas bajo las cuales se 
encuentra enmarcada la investigación, al igual que el marco de referencia de la 
PNCRT. Posteriormente, se presentarán los resultados obtenidos. 
 
3. Marco teórico 
 
3.1. Capacidad estatal 
 
Los tres atributos esenciales de una Estado, para López (2016), son la provisión 
legítima del monopolio de la seguridad, la justicia y la tributación. En el caso 
colombiano, la autora pone en evidencia que el avance del Estado colombiano en 
sus atributos esenciales ha sido diferenciado a lo largo de su territorio; sin 
embargo, reconoce que el Estado colombiano ha logrado avances significativos en 
las últimas décadas en la provisión de bienes sociales. 
 
El continuo proceso de construcción de Estado en Colombia ha estado marcado 
por la historia del conflicto armado y la manera como diversas estructuras 
armadas han competido por cumplir las funciones del Estado. En este sentido, 
López (2016) manifiesta que el Estado realiza sus funciones de manera diferencial 
en el territorio dada su capacidad, permitiendo que sus competidores provean 
funciones estatales en sus lugares de influencia. 
 
Para López (2016), la actuación diferencial del Estado se materializa en la división 
del país de la siguiente forma “una Colombia urbana institucionalizada e integrada, 
una Colombia semiurbana y semiintegrada y una tercera Colombia rural, pobre, 
básicamente sin Estado y muy desintegrada” (pp. 26-27). Esta división obedece a 
la forma como el Estado se ha acercado a su territorio y las diversas políticas de 
intervención que ha realizado. 
 
Arévalo (2014), por su parte, muestra como el Estado colombiano no solo ejerce 
una presencia diferenciada o heterogénea en el territorio, sino que además es un 
Estado débil en términos de proveer seguridad, protección de derechos de 
propiedad, administración de justicia, recaudo de impuestos, garantizar derechos 
económicos, sociales y políticos, y proveer servicios públicos. En este sentido, el 
autor manifiesta que la construcción del Estado colombiano, dadas sus 
características, implica acciones diferenciadas. De esta manera, se deben 
focalizar los territorios que no se han integrado o lo han hecho de manera 
incompleta, territorios que coinciden con aquellos más afectados por el conflicto 
armado. 
 
La intervención del Estado en medio del conflicto armado es vista para Uribe 
(2013) como una acción en términos de: “la capacidad de las diferentes agencias y 




como de garantizar las libertades políticas y los derechos civiles en todos los 
espacios sociales y geográficos de la nación” (pp.288). 
 
Para el autor, la discusión no solamente está alrededor de la presencia o no del 
Estado, sino de la forma como el Estado lleva a cabo sus procesos a lo largo del 
territorio. 
 
Así mismo, para López (2016), la intervención estatal obedece no solo al conflicto 
armado, sino a fenómenos como el narcotráfico y el paramilitarismo que desafían 
la autoridad estatal y ponen en evidencia la debilidad del mismo para ejercer 
control sobre el monopolio de las armas, protección de rentas estatales y 
preservar el sistema económico, entre otros aspectos. 
 
Para Arévalo (2016) la toma de las instituciones estatales por parte de los poderes 
locales ilegales pone en riesgo el afianzamiento del Estado en las regiones, 
aspecto que genera un debilitamiento de la capacidad estatal a lo largo del 
territorio, razón que explica el bajo apoyo que recibe la democracia y el sistema 
político por parte de la ciudadanía.  
 
Los elementos antes mencionados han sido evaluados y priorizados para llevar a 
cabo los distintos programas de intervención por parte de los gobiernos de turno 
en las últimas décadas. 
 
En este contexto, durante el gobierno Gaviria Trujillo (1990-1994), se identifican 
intervenciones en municipios golpeados por el conflicto armado, precaria 
institucionalidad y alta pobreza, así como la puesta en marcha y efectiva 
desmovilización con diversos actores armados - EPL, Partido Revolucionario de 
los Trabajadores (PRT) y el Quintín Lame, con presencia en zonas apartadas. La 
promulgación de la Constitución Política de 1991 y su proceso de 
descentralización de la nación, buscó llevar el Estado a las regiones en conflicto 
(López, 2014). La política antinarcóticos fue la medida utilizada durante el 
gobierno de Samper Pizano (1994-1998) para llevar acabo la intervención estatal, 
López (2014) muestra como la receta utilizada durante este gobierno fue llevar el 
Estado a las zonas con presencia de cultivos ilícitos, con el fin de erradicar, para, 
posteriormente, llevar proyectos de desarrollo alternativo. Durante el gobierno 
Pastrana Arango (1998-2002), la intervención en las regiones adoptó una 
componente militar, sin abandonar el componente antinarcóticos, que se 
materializa en el Plan Colombia. Para la autora, el Plan Colombia se convierte en 
el eje articulador de toda la política pública. El gobierno Uribe Vélez (2002-2006 y 
2006-2010) estuvo marcado por una fuerte intervención militar que buscaba 
controlar estructuras armadas, en el marco de la lucha antinarcóticos y, para la 
autora, si bien el gobierno de turno negó la existencia de un conflicto armado, su 
lucha contra el “terrorismo” fue el eje de la intervención estatal.  
 





El presente trabajo se encuentra enmarcado en la nueva economía institucional, 
enfoque cuyo énfasis principal está en el papel de las instituciones en el 
desempeño económico, al igual que la importancia de las interacciones entre 
individuos e instituciones (Caballero, 20014). Las instituciones son entendidas por 
North (1993), uno de sus autores más representativos, como las reglas del juego 
en una sociedad, entendidas como las limitaciones que configuran la interacción 
humana, divididas en formales e informales. Las primeras son asociadas, 
comúnmente, con la normativa legal en sus diferentes niveles (constituciones, 
estatutos, leyes, entre otros) y las segundas están conformadas por las 
costumbres, la tradición y normas impuestas por la sociedad, y aunque no están 
escritas, son socialmente aceptadas y tienen sanción (Hernandez-Bonaviento, 
2012; North, 1993). Las instituciones informales, por su parte, no son instituciones 
formales débiles (ignoradas o no aplicadas), tampoco son normas de 
comportamiento ni deben ser entendidas como organizaciones o grupo de agentes 
(Helmke y Levitsky, 2004). 
 
Para Hodgson (2011) la efectividad de las instituciones radica en la capacidad de 
imponerse y hacerse cumplir. En este sentido, el autor identifica al Estado como 
una tercera parte que debe velar por la aplicación de las normas, pero plantea la 
posibilidad de la existencia de otro tercer actor que también pueda imponer y 
hacer valer las instituciones sobre los individuos, como lo pueden ser las 
estructuras armadas. El autor también plantea que las instituciones informales no 
pueden ser impuestas por un tercero sin contar con aprobación social. En esta 
línea, para Justino (2009), una evaluación racional de los individuos les puede 
permitir aceptar y apropiar instituciones informales que nacen de la imposición de 
un tercero9.  
 
Existe una fuerte relación entre las instituciones informales y las instituciones 
formales, fundada por la forma como estas interactúan, de ahí que, para Helmke y 




TIPO DE INSTITUCIONES INFORMALES 
 










Fuente: Elaboración propia basada en Helmke y Levitsky (2004) 
                                                            





El tipo de institución informal está dado por dos situaciones, la efectividad de las 
instituciones formales y la convergencia o divergencia de los objetivos de la 
política. Para los autores, las instituciones complementarias son vistas como 
aquellas que llenan los vacíos de las instituciones formales. Las instituciones 
acomodativas, por su parte, son aquellas que, si bien difieren de los objetivos de 
las instituciones formales, no pueden enfrentar o cambiar las normas y terminan 
coexistiendo. En cuanto a las instituciones sustitutivas son aquellas que buscan 
realizar lo que las instituciones formales son incapaces de hacer. Por último, las 
instituciones competitivas son aquellas que difieren de los objetivos de las 
instituciones formales y su aplicación implica la violación de las mismas, en tanto 
se imponen sobre las formales, dada la ineficiencia de estas últimas. 
 
Una de las razones de la creación instituciones informales según Helmke y 
Levitsky (2004), radica en la existencia de instituciones formales en el papel y 
cuya puesta en marcha resulta ineficiente o las condiciones no permiten acceder a 
las normas establecidas por sus altos costos. Por tal razón, deben optar por 
segundas opciones que les permitan establecer reglas efectivas o menos 
costosas. 
 
Por su parte, para Arjona (2014), en escenarios de conflicto armado, los diversos 
actores tienen fuertes incentivos para crear nuevas normas, entre las que se 
resaltan las que buscan el control territorial, en razón a que, en escenarios de 
conflictos irregulares, se busca establecer un nuevo orden social, entendido como 
el establecimiento de normas que guíen la interacción humana en función de los 
intereses de los actores armados.    
 
4. Marco de referencia 
 
La PNCRT es un plan concebido y diseñado por el gobierno Santos Calderón 
(2010-2014 y 2014-2018), mediante el cual se busca incentivar el desarrollo social 
y económico en aquellas zonas del país afectadas históricamente por estructuras 
armadas, cultivos ilícitos, pobreza, abandono estatal y actividades económicas 
ilícitas.  
 
La PNCRT está inspirada en la noción de estabilización, entendida como el 
conjunto de acciones encaminadas al control territorial con el fin de evitar que 
resurja la violencia (FIP, 2011).  La FIP (2011), al respecto, muestra como las 
operaciones de estabilización, llevadas a cabo por Estados Unidos, desde 
mediados del siglo XX, estaban enfocadas en intervenir lo que, en ese momento, 
se consideraban estados fallidos, frágiles y que suponían una potencial amenaza. 
En el caso colombiano, para la FIP (2011), el problema sobre el cual se sustenta 
la política es la existencia de regiones que no se han integrado a la economía 
nacional. tampoco al régimen constitucional, a lo que se agrega que son 





Para la Unidad Administrativa para la Consolidación Territorial (UACT) (2014a), 
institución a cargo, en su momento de esta iniciativa, la lógica de la PNCRT puede 
expresarse de la siguiente manera: “en la medida en que el Estado recupere el 
control institucional y además posibilite la integración de esas regiones a la vida 
económica, social e institucional del país, logrará la desestructuración de la 
amenaza a la seguridad nacional y ciudadana” (pp. 5). 
 
La PNCRT buscaba coordinar las diferentes instituciones estatales con el fin de 
garantizar control real sobre el territorio, no solamente militar, para impedir el 
regreso de economías criminales y estructuras armadas, mediante la 
reconstrucción y consolidación de los territorios en el plano social y económico, sin 
desconocer la importancia del control militar, para garantizar la seguridad 
(Romero, 2014). 
 
La PNCRT puede ser percibida como un largo proceso de acumulación de 
experiencias previas. El principio de llevar el Estado a regiones afectadas por el 
conflicto armado, para efectos de ser intervenidos, así como los antecedentes de 
la PNCRT en el país, para López (2016), se remontan al gobierno Lleras Camargo 
(1958-1962) con la creación de la Comisión Especial para la Rehabilitación que 
buscó atender las zonas con gran devastación por la violencia, aunque, en el 
fondo, la política buscaba preservar el orden público y no la integración de las 
regiones, dado que respondía al deseo de ponerle fin a la violencia bipartidista que 
vivía en ese momento el país y que se materializó en el acuerdo político entre 
liberales y conservadores, conocido como Frente Nacional. 
 
Posteriormente, durante el mandato de Betancur Cuartas (1982-1986), se creó el 
Plan Nacional de Rehabilitación (PNR) caracterizado por estar orientado a la 
búsqueda de la paz, contemplar mecanismos de participación ciudadana y asignar 
recursos para atender las necesidades sociales de los municipios afectados por el 
enfrentamiento armado (Blanquer y Fajardo, 1991; López, 2016). 
 
Después, durante el mandato de Barco Vargas (1986-1990), el PNR fue 
modificado y pasó de un programa para regiones afectadas por la violencia, a ser 
uno para atender zonas pobres y excluidas de la prestación de servicios sociales y 
desarrollo económico. El propósito de acercar a las comunidades y regiones 
apartadas se tradujo en el diseño de mecanismos de coordinación regional, 
denominados Instrumentos de Participación y Concertación; tales instrumentos 
fueron los Concejos de Rehabilitación, los Planes Regionales de Rehabilitación y 
el Fondo de Proyectos Especiales (Blanquer y Fajardo, 1991). 
 
El antecedente más reciente de la PNCRT es la creación del Centro de 
Coordinación de Acción Integral (CCAI), durante el primer gobierno Uribe Vélez 
(2002-2006 y 2006-2010) marcado por un fuerte componente antisubversivo, que 




armadas. La estrategia coordinó catorce entidades del gobierno nacional y 
consistió en llevar el Estado a las regiones que ya habían sido intervenidas 
militarmente (López, 2016). La intervención se llevó a cabo en nueve zonas, las 
cuales presentaban altos niveles de pobreza, cultivos ilícitos y presencia de 
grupos armados al margen de la ley.  
 
El objetivo principal de la PNCRT es “generar las capacidades institucionales 
necesarias para asegurar el acceso y la protección de los derechos fundamentales 
de la población de los territorios afectados históricamente por el conflicto armado y 
los cultivos ilícitos” (UACT, 2014a). Tal objetivo se sustenta sobre la seguridad 
territorial, es decir, que la intervención solo se lleva a cabo una vez existe control 
militar del territorio. En palabras de la UACT “la fuerza militar se constituye en una 
condición necesaria pero no suficiente para desestructurar la amenaza a la 
seguridad que proviene de los grupos armados ilegales” (UACT, 2014a). 
 
La PNCRT se fundamenta en tres pilares y/u objetivos estratégicos: 
institucionalización del territorio, participación ciudadana y buen gobierno, e 
integración regional.   
 
Para la UACT, el primer pilar obedece a la neutralización o desestructuración de la 
capacidad de las estructuras armadas para ejercer control sobre la población y 
busca que sean, exclusivamente las instituciones del Estado las que provean y 
garanticen: seguridad, administración de justicia y provisión de bienes y servicios 
públicos (UACT, 2014a, 2014b). 
 
La participación ciudadana se expresa en la consulta, vinculación y apropiación de 
la comunidad frente a las iniciativas impulsadas por la PNCRT. Para la UACT este 
pilar garantiza la sostenibilidad de la política, dado que busca legitimar la 
intervención y fortalecer el proceso de construcción de instituciones en el territorio. 
El buen gobierno, por su parte, obedece a “las capacidades institucionales de los 
municipios para garantizar el eficaz y transparente funcionamiento de la gestión 
local” (UACT, 2014b). 
 
Por último, el pilar de la integración regional es definido por la UACT (2014b) como 
el establecimiento de las condiciones básicas de igualdad de oportunidades frente 
al promedio de municipios del país. Las condiciones de tipo interno obedecen a 
garantizar infraestructura básica, asociaciones productivas, servicios básicos y 
formalización de derechos de propiedad; y las condiciones de tipo externo 
obedecen a las condiciones que permiten que el territorio ingrese a la dinámica 
nacional (económica, política y social). 
 
Para la UACT (2014a), el proceso de consolidación se logra cuando se cumple: 1. 
Libre movilización de la ciudadanía 2. Normal prestación de servicios públicos 3. 




quedarse en el territorio; 5. Existe intercambio de bienes y servicios con otros 
municipios. 
 
Desde el 2013, la PNCRT interviene la subregión del Catatumbo en los municipios 
de Convención, El Carmen, El Tarra, Hacarí, Sardinata, San Calixto, Teorama y 
Tibú. La subregión fue priorizada para la intervención estatal desde la iniciativa 
CCAI en el 2004, dados sus altos índices de necesidades básicas insatisfechas 
(NBI) y la presencia de diversas estructuras armadas en las últimas décadas, 
como se mencionó anteriormente. En razón a lo anterior, en el 2013, a través del 
documento CONPES 3739, se ideó una estrategia de desarrollo integral para la 
subregión. Cabe resaltar que la estrategia comprometía recursos cercanos a 1,7 
billones de pesos e involucraba acciones específicas en temas tales como 
infraestructura vial, administración de justicia, reducción de pobreza, soluciones de 
vivienda y acceso a servicios públicos, entre otros frentes, así como 
intervenciones transversales enfocadas a la preservación del medio ambiente, 
fortalecimiento de las entidades territoriales y atención a la población indígena 
(Romero, 2014; UACT, 2014c). 
 
En el informe de gestión presentado por la UACT para el 2014, la gerencia 
regional Catatumbo10 enfatiza en la inversión de 6.000 millones de pesos por parte 
de la UACT y la movilización de recursos del orden nacional por encima de los 
79.000 millones de pesos. El informe muestra como cerca del 90% de los recursos 
aportados por la UACT han sido enfocados en programas que obedecen al tercer 
pilar de la política, destacándose la intervención en dotación deportiva, mobiliario y 





La presencia de estructuras armadas se remonta a la década del setenta, como se 
documentó en el capítulo 1. La presencia histórica del ELN, las FARC-EP, el EPL, 
las AUC y la proliferación de bandas criminales, posterior al proceso de 
desmovilización de las AUC en la subregión, han dejado un legado de 
instituciones informales que buscaban ejercer dominio sobre los distintos aspectos 
de la población civil. Si bien muchas de las instituciones obedecían a la presencia 
de las estructuras armadas en el territorio, muchas han permanecido en tiempo y 
aún dictan normas en materia económica, política y social.  
 
A continuación, se presenta un análisis de las instituciones informales más 
importantes a cargo de las diversas estructuras armadas en el territorio que 
afectaron la PNCRT en la subregión. 
                                                            
10 Creadas mediante el Decreto 4161 de 2011, hacen parte de la estructura de la UACT y entre sus 
funciones, se encuentran elaborar, en conjunto con las autoridades locales, los Planes Estratégicos 
y los Planes de Acción Regionales de Consolidación, al igual que ejecutar, implementar y hacer 





Para comenzar, el cobro de impuestos sobre la actividad cocalera ha existido en la 
subregión desde la incursión de los cultivos ilegales en la década del ochenta y 
han obedecido al vaivén y presencia de las diversas estructuras armadas. 
 
Las FARC-EP, desde su incursión en la región, optaron por garantizar seguridad a 
los cultivadores y regular el precio, con el fin de establecer un sistema justo entre 
cultivadores y compradores (Aponte, 2012; Vásquez, 2009). 
 
Para Salinas (2014), una de las razones que motivó la incursión paramilitar en 
Norte de Santander era el deseo de la organización de debilitar las finanzas de las 
FARC-EP y apoderarse de estos recursos, lo cual obedecía, específicamente, a 
los impuestos a cultivadores y productores de coca en el territorio. Si bien la 
consolidación de un impuesto al cultivo de coca y producción de cocaína no fue 
impuesta por las estructuras paramilitares, fue el primer paso en la conquista del 
negocio de la droga en la subregión, como ya se reseñó.   
 
En el 2013, el entonces comandante del frente Libardo Toro del EPL, en una 
entrevista concedida a Semana, confesó que la organización cobraba un impuesto 
de guerra sobre la producción de cocaína en la región. Si bien advierte que no son 
productores ni dueños de laboratorios, establecía que el impuesto rondaba los 
cuatrocientos mil pesos por kilo de coca y que su organización ofrecía seguridad y 
acompañamiento en las transacciones del mercado. En la misma entrevista, 
reconoció la presencia de las FARC-EP y el ELN en la zona y aseguró que cada 
grupo se dedica a sus propios negocios (Revista Semana, 2013). 
 
El cobro de impuestos, por parte de las estructuras armadas en la subregión, no 
obedece, exclusivamente, a la actividad cocalera. La FIP (2015) evidencia cobros 
a la venta de cerveza, y cuotas cobradas a contrabandistas, principalmente de 
gasolina, en cabeza de las FARC-EP y el ELN. 
 
La imposición de normas de conducta y/o comportamiento en la subregión por 
parte de las estructuras armadas es otra de las instituciones informales que 
prevalecen en el territorio. Así, la investigación realizada por la FIP (2015) en la 
subregión estableció que las FARC-EP habían impuesto normas como “la 
prohibición de la prostitución, el consumo de drogas psicoactivas, los hurtos e 
involucrarse sentimentalmente con miembros de la fuerza pública”.  Normas de 
este tipo fueron aplicadas, en su momento, por grupos paramilitares, cuyo énfasis 
estuvo orientado en la forma de vestir de los jóvenes, la prohibición al porte de 
cabello largo y aretes a los mismos, la regulación de sitios de diversión, 
prohibición a frecuentar sitios públicos nocturnos, y castigos para consumidores de 
drogas, entre otros, documentados por la Procuraduría General de la Nación 





Como se reseñó en el capítulo 1, parte de la agenda de las organizaciones 
guerrilleras en la subregión estuvo acompañada por un proceso de infiltración a 
las asociaciones sociales, el acompañamiento a procesos de participación 
ciudadana y un rol de mediador en la resolución de conflictos entre la población. 
Tal proceso también estuvo marcado por el hecho de fomentar un desprecio hacia 
las instituciones formales de la región y las autoridades locales que se pueden ver 
reflejadas en la desconfianza y percepción de corrupción hacia la fuerza pública 
por parte de la sociedad, así como normas establecidas por los grupos guerrilleros 
frente a la relación con la fuerza pública (FIP, 2015). En relación con lo anterior, 
medios regionales han documentado la dificultad que atraviesa la Policía Nacional 
para acercarse a la población y para suplir sus necesidades como lo es el acceso 
a alimentos, dado que la población civil no les vende suministros (González, 
2016a) y la prohibición a entablar relaciones sentimentales con miembros de la 
fuerza pública, como se enunció anteriormente.  
 
Medios locales y regionales han documentado la aparición de peajes improvisados 
e ilegales en las vías de la subregión. Si bien muchos de estos peajes han sido 
catalogados como comunitarios, organizados por asociaciones de la JAC de la 
zona, cansadas del deterioro de las vías y el abandono estatal, en materia de 
infraestructura, como lo documenta De Currea (2015) y Sierra (2012), autoridades 
regionales han encontrado que estructuras armadas con presencia en estos 
municipios son las responsables del recaudo de estos peajes. 
 
Para González (2016b) entre las vías de los municipios de El Tarra, San Calixto, 
Teorama y Tibú se encuentran más de 15 peajes, algunos con carácter voluntario 
y con tarifas que oscilan entre los mil y los cinco mil pesos, dependiendo del 
automotor; el investigador, además, con información suministrada por el Ejército 
Nacional, establece que cuatro de estos peajes son manejados por miembros de 
la guerrilla del ELN y la banda criminal de los Pelusos, y reciben recursos, en 
promedio, por encima de los ocho millones de pesos mensuales en cada uno de 
estos puntos. 
 
La información concuerda con la suministrada por la FIP (2015) sobre la existencia 
de tres peajes comunitarios entre Convención y El Tarra, administrados por las 
FARC-EP, siendo ellos los encargados del mantenimiento de la vía y el 
cumplimiento de las normas viales. 
 
La aceptación de este conjunto de normas impuestas por los actores armados por 
parte de la sociedad obedece a diversas razones. Para Justino (2009), en un 
escenario de conflicto armado, la participación o apoyo de la población civil 
obedece a razones de tipo económico, también coerción por parte de los actores, 
así como afinidad ideológica, entre otros. Para la autora, las distorsiones que el 
conflicto armado ocasiona en mercados como el laboral o el comercial, 
materializadas en efectos directos (destrucción de infraestructura, saqueos a 
propiedad privada, muertes civiles, entre otros), e indirectos (distorsión de precios, 




otros) determinan el tipo de relación que la población civil tendrá con los actores 
del conflicto armado, tras una evaluación costo-beneficio. Así, la aceptación de 
normas impuestas por los actores del conflicto, obedece a una estrategia de 
supervivencia, según la autora. Es así como existen casos donde el conflicto 
armado convive de manera armoniosa con la población civil. Para el caso de la 
subregión del Catatumbo, las dinámicas del conflicto en la región y la presencia 
histórica de cultivos ilícitos generaron oportunidades económicas en la subregión 
para la población civil.  
 
Las instituciones informales enunciadas y descritas anteriormente son 
instituciones que, en muchos casos, han sido aceptadas como un second best 
estratégico, como lo proponen Helmke y Levitsky (2004), en tanto, para la 
población residente en la subregión, la aplicación de reglas formales resulta ser un 
proceso dispendioso y, muchas veces, inoperante, aun cuando reconocen que 
existen los canales oficiales. En este contexto, las reglas informales resultan ser 
más efectivas.  
 
El escenario descrito anteriormente, pone en evidencia la fuerte relación que 
establecieron las estructuras armadas con la población civil. Para Arjona (2014), el 
escenario corresponde al establecimiento, aceptación y respeto de un orden social 
en escenarios de conflicto armado, situación en la cual, el conjunto de normas que 
estructuran la interacción con la comunidad está en función del conflicto armado y 
sus actores. 
 
Siguiendo con la tipificación de las instituciones informales, propuesta en el 
capítulo 3.2., es posible establecer la siguiente relación: 
 
Los impuestos establecidos a la actividad cocalera son instituciones de tipo 
competitivas, dado que, frente a la inoperancia de las normas que castigan el 
cultivo, producción y comercialización de drogas ilícitas en el territorio, las 
organizaciones delictivas han buscado la forma de legitimar los cultivos y 
establecer condiciones que favorecen el mercado ilícito, buscando objetivos 
distantes de las normas legales. Lo mismo ocurre con los impuestos o cuotas 
pactadas con organizaciones dedicadas al contrabando de hidrocarburos. 
 
La presencia de peajes comunitarios u operados por parte de las estructuras 
armadas en la subregión es catalogada como una institución informal de tipo 
sustitutiva. Si bien estos cobros viales son de tipo informal, los objetivos que 
persiguen se acercan a los buscados por las normas legales; el dinero recaudado 
en estos peajes improvisados obedece al deseo de tener en mejor condición las 
vías de la subregión que, como se mencionó anteriormente, han sufrido abandono 
y no se encentran en condiciones óptimas, sin olvidar que el control de las vías de 





Frente a las reglas de conducta y comportamiento impuestas a la población civil 
en la subregión, estas normas pueden ser catalogadas como competitivas o como 
sustitutivas, dependiendo del caso. Las normas que obedecen a la manera como 
la población civil se relaciona con miembros de la fuerza pública, pueden 
catalogarse como competitivas, dado que difieren de los objetivos de las normas 
formales. Ahora bien, las normas informales que buscan establecer obstáculos al 
consumo de sustancias psicoactivas y castigos a delitos como el hurto son vistas 
como instituciones informales de tipo sustitutivas, dado que buscan llenar los 
espacios dejados por la inoperancia de las reglas formales que buscan los mismos 
objetivos.  
 
El conjunto de instituciones informales que fueron descritas y catalogadas como 
competitivas o sustitutivas, anteriormente, afecta la puesta en marcha de la 
PNCRT en la subregión del Catatumbo, frente a los pilares y/u objetivos generales 
de la política. La existencia del conjunto de instituciones interfiere directamente 
con sus propósitos de la siguiente manera. 
 
Las instituciones informales existentes en el territorio permiten que las estructuras 
armadas aún ejerzan control sobre el mismo, ofreciendo seguridad territorial y 
justicia frente a la violación de las normas establecidas, impidiendo, de esta 
manera, que se lleve a cabo el proceso de institucionalización del territorio.  
 
La infiltración por parte las estructuras armadas de los procesos de participación 
ciudadana como lo son las JAC y las normas frente a la relación que debe tener la 
población civil con las autoridades regionales imposibilitan el fortalecimiento de la 
participación ciudadana y el buen gobierno. 
 
El desarrollo y fortalecimiento de una economía ilegal alrededor de los cultivos 
ilícitos, evidenciado en el crecimiento de las hectáreas cultivadas (UNODC, 2016), 
la existencia de impuestos ilegales sobre esta y demás actividades ilegales en la 
zona, al igual que impuestos viales para la preservación de las vías de la 
subregión reflejan la incapacidad de la PNCRT por integrar la subregión al orden 




Con el fin de cumplir con la evaluación de la PNCRT, teniendo en consideración 
sus objetivos estratégicos y/o pilares como el control institucional, la participación 
ciudadana y la integración regional, los cuales se analizaron desde un enfoque de 
economía institucional, la investigacion contó con una revisión sobre la presencia 
de estructuras armadas y el conjunto de instituciones informales que impusieron 
en la subregión del Catatumbo, así como el estudio de los antecedentes y los 





Así mismo, el enfoque propuesto en la investigación permitió analizar, desde una 
perspectiva micro, subnacional, las instituciones informales, entendidas como el 
conjunto de normas creado por las estructuras armadas para establecer su 
interacción con la población civil.  Además, se pudo establecer que estas normas 
pueden catalogarse, frente a la inefectividad de las instituciones formales, como 
competitivas; es decir, que buscan diferentes resultados o como sustitutivas, 
cuando sus objetivos convergen.  
 
Cabe recordar, que el objetivo de la investigación, era establecer en qué medida 
las instituciones informales establecidas en la subregión del Catatumbo por los 
diversos actores armados, han interactuado con la puesta en marcha y objetivos 
de la PNCRT. 
 
Ahora bien, se pude concluir que, en la subregión del Catatumbo, la 
implementación de la PNCRT, que está fundada bajo la premisa de control 
territorial por parte del Estado, no obtuvo los resultados esperados en razón a la 
presencia activa de estructuras armadas y el sistema de normas instaurado por 
estos, el cual involucra parámetros de conducta, fijación de impuestos, precios, 
entre otros. Estos parámetros de conducta fueron aceptados por la población civil, 
en respuesta a la coerción, en un ejercicio de evaluación costo-beneficio y, 
generaron una clara obstrucción a los pilares básicos de la política.  
 
Lo anterior, nos permite establecer que las instituciones informales que existen en 
la subregión y la interacción de las mismas con la PNCRT, no han permitido que 
se cumplan con los objetivos trazados en materia de control institucional, 
participación ciudadana e integración regional. 
 
Finalmente, los insumos presentados en este trabajo ponen en evidencia los retos 
de la intervención estatal en zonas del territorio históricamente controladas por 
estructuras armadas. Esto resulta relevante, para el momento histórico que está 
viviendo el país, tras el cierre de las negociaciones entre el gobierno colombiano y 
la guerrilla de las FARC-EP, y la implementación del acuerdo, ya que la 
intervención estatal estará enfocada en territorios que, anteriormente, han estado 
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